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los servicios que presta la Mancomunidad y, en su caso, de
inversiones, que regirán también su desarrollo y ejecución pos-
terior, correspondiendo al Presidente las funciones de orde-
nador de pagos y todas las demás que en materia económica
tiene legalmente atribuciones un Alcalde.

Artículo 21. Recursos.
Para cubrir los gastos de mantenimiento de los servicios

y su creación, la Mancomunidad dispondrá de los recursos
siguientes:

Los productos del patrimonio.
El rendimiento de los servicios y explotaciones.
Contribuciones especiales para la ejecución de obras, y

por el establecimiento, ampliación o mejora de los servicios
de su competencia.

Las exacciones que pueda establecer la Junta General,
habida cuenta de la naturaleza de los servicios que se le
encomienden.

Las subvenciones, auxilios y donativos que obtengan para
sus fines de las entidades jurídicas públicas y privadas.

Mediante la utilización del crédito, en cualquiera de las
formas establecidas legalmente.

Aportaciones económicas de los municipios integrantes
de la Mancomunidad.

Artículo 22. Aportación de los Municipios.
Sólo se recurrirá a las aportaciones señaladas en el apar-

tado 7 del artículo anterior cuando después de utilizados los
restantes recursos no pueda la Mancomunidad cubrir la tota-
lidad de sus gastos.

Artículo 23. Cálculo de las aportaciones y forma de
recaudarlas.

Las aportaciones de cada una de las Entidades Locales
integrantes se calcularán independientemente para cada uno
de los servicios.

La Junta General estudiará y aprobará, por mayoría abso-
luta, la forma de reparto de los gastos que origine la Admi-
nistración de la Mancomunidad.

Las cuotas anuales que le correspondan a cada Entidad
Local se ingresarán en la Mancomunidad en doce mensua-
lidades de igual cuantía.

Si transcurriesen tres meses sin que una Entidad Local
hubiera hecho su correspondiente ingreso, se le aplicará a
éste un 20% de recargo.

Artículo 24. Distribución del coste de los servicios.
Una vez obtenido, mediante el correspondiente estudio

económico, el coste de cada servicio, cada Ayuntamiento par-
ticipará en el sostenimiento del mismo en proporción directa
a su número de habitantes.

CAPITULO V

MODIFICACION Y DISOLUCION DE LA MANCOMUNIDAD

Artículo 25. Modificación de los Estatutos.
La modificación de los Estatutos deberá acordarse, a pro-

puesta de la Junta General, por los Plenos de las Corporaciones
mancomunadas, con las mismas formalidades legales esta-
blecidas para su aprobación. La aprobación de los Estatutos
requerirá la mayoría absoluta legal de las Corporaciones que
deseen mancomunarse.

Artículo 26. Quórum para modificación de los Estatutos.
Para que la modificación de los Estatutos pueda llevarse

a cabo será preciso que acepten la modificación la totalidad
de los municipios integrantes de la Mancomunidad, a pro-
puesta de la Junta General.

Artículo 27. Disolución.
La disolución sólo tendrá lugar por acuerdo de la Junta

General, con el quórum de la mayoría absoluta legal de sus
miembros, y ratificado con el mismo quórum por el Pleno
de cada una de las Corporaciones que en tal momento lo
integren.

Artículo 28. Liquidación.
El acuerdo de disolución determinará la forma en que

ha de procederse a la liquidación de bienes y obligaciones
de la Mancomunidad sobre las bases generales del reparto,
en proporción a las respectivas aportaciones y tiempo de per-
manencia en la Mancomunidad.

Artículo 29. Distribución de deudas.
Una vez hecha la liquidación de la Mancomunidad, si

ésta arroja deudas, serán absorbidas por las Corporaciones
integrantes, en razón directamente proporcional a su apor-
tación.

Artículo 30. Separación.
Si durante su vigencia, algún municipio se separa de la

Mancomunidad, no percibirá beneficios de ninguna clase, y
si los hubiere, quedarán a disposición de aquélla.

Para la validez jurídica de la separación, el Ayuntamiento
que lo decidiera reconocerá un crédito a favor de la Man-
comunidad por el montante de sus gastos pendientes de abono.

Artículo 31. Adhesión.
La adhesión de un Municipio de la Mancomunidad se

hará por petición del Ayuntamiento interesado, mediante
acuerdo adoptado por mayoría absoluta de su Pleno, e informe
favorable de la Junta General, ratificado por la totalidad de
los Municipios integrantes de la Mancomunidad. La eficacia
de tal modificación no surtirá efecto hasta el 1 de enero del
año siguiente.

DISPOSICION FINAL

En todo lo no previsto por estos Estatutos será de apli-
cación lo dispuesto en esta materia por la legislación local.

RESOLUCION de 3 de noviembre de 1999, de
la Dirección General de Administración Local, por la
que se clasifican los puestos de trabajo de Secretaría
e Intervención del Ayuntamiento de Mairena del Alcor
(Sevilla) en clase primera y se crea el de Tesorería.

El Ayuntamiento de Mairena del Alcor (Sevilla) ha soli-
citado de esta Dirección General la clasificación de los puestos
de trabajo de Secretaría e Intervención, actualmente de clase
segunda, reservados a funcionarios de Administración Local
con habilitación de carácter nacional, en clase primera y la
creación del puesto de trabajo de Tesorería, mediante acuerdo
adoptado en sesión celebrada el día 7 de octubre de 1999, de
conformidad con lo establecido en los artículos 2, 7 y 9 del
Real Decreto 1732/1994, de 29 de julio, sobre provisión de
puestos de trabajo reservados a funcionarios de Administración
Local con habilitación de carácter nacional.

Se fundamenta la reclasificación solicitada en las pecu-
liaridades que reviste su población, superior a la residente
en determinadas temporadas del año, tratarse de una localidad
en la que se centraliza la prestación de numerosos servicios
de carácter educativo, social y económico que repercute en
los municipios próximos, así como el desarrollo de una fuerte
actividad urbanística y económica.

Al amparo de la legislación invocada, y de conformidad
con lo establecido en el Decreto 467/1994, de 13 de diciem-
bre, por el que se asignan a la entonces Consejería de Gober-
nación las competencias atribuidas por las Disposiciones Adi-
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cionales Novena de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre,
y Tercera del Real Decreto 1732/1994, de 29 de julio, relativas
al régimen de funcionarios de Administración Local con habi-
litación de carácter nacional.

Esta Dirección General ha resuelto:

Se clasifican los puestos de trabajo del Ayuntamiento de
Mairena del Alcor (Sevilla) denominados Secretaría e Inter-
vención en clase primera y se crea el de Tesorería, reservado
para su provisión por funcionarios de Administración Local
con habilitación de carácter nacional.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso potestativo de reposición
ante este órgano, en el plazo de un mes, contado a partir
del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo ante los correspondientes órganos judi-
ciales de este Orden, en el plazo de dos meses contados desde
el día siguiente al de la notificación de este acto, todo ello
de conformidad con lo establecido en los artículos 116 y 117
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, y en el artículo
46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 3 de noviembre de 1999.- El Director General,
Jesús M.ª Rodríguez Román.

RESOLUCION de 4 de noviembre de 1999, de
la Dirección General de Administración Local, por la
que se acuerda la publicación de los estatutos del Con-
sorcio de la Vía Verde de la Campiña, de la provincia
de Córdoba.

El Capítulo II del Título III de la Ley 7/1993, de 27 de
julio, reguladora de la Demarcación Municipal de Andalucía,
recoge la facultad que ostentan las Entidades Locales para
constituir Consorcios con cualquier otra Administración Pública
o entidad privada sin ánimo de lucro que persigan fines de
interés público concurrentes con los de las Administraciones
Públicas.

A tal efecto, se han remitido a este Centro Directivo los
Estatutos reguladores del Consorcio de la Vía Verde de la Cam-
piña, constituido por la Diputación Provincial de Córdoba y
los municipios de Córdoba, La Carlota y Guadalcázar, una
vez aprobados por las Entidades reseñadas.

Por todo ello, esta Dirección General, a tenor de lo esta-
blecido en el artículo 36.2 de la Ley 7/1993, de 27 de julio,
citada con anterioridad,

R E S U E L V E

Primero. Disponer la publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía de los Estatutos del Consorcio de la
Vía Verde de la Campiña que se adjuntan como Anexo de
la presente Resolución.

Segundo. Contra la presente Resolución, que no pone
fin a la vía administrativa, podrá interponerse recurso de alzada
ante la Excma. Sra. Consejera de Gobernación y Justicia, en
el plazo de un mes, contado a partir del día siguiente a aquél
en que tenga lugar la notificación del presente acto, de con-
formidad con lo establecido en los artículos 114 y siguiente
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 4 de noviembre de 1999.- El Director General,
Jesús M.ª Rodríguez Román.

A N E X O

ESTATUTOS DEL CONSORCIO DE LA VIA VERDE
DE LA CAMPIÑA

CAPITULO I. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Constitución.
La Diputación de Córdoba y los Ayuntamientos de Cór-

doba, La Carlota y Guadalcázar constituyen un Consorcio de
conformidad con lo dispuesto en el art. 87 de la ley 7/1985,
de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local
(BOE núm. 80, de 3.4.85); artículo 110 del R.D.L. 781/1986,
de 18 abril (BOE núm. 96, de 22.4.86), por el que se aprueba
el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en mate-
ria de Régimen Local, y artículo 33 de la Ley 7/1993 del
Parlamento de Andalucía, de 27 de julio, reguladora de la
Demarcación Municipal de Andalucía.

Artículo 2. Denominación y domicilio.
El Consorcio constituido se denominará «Consorcio de

la Vía Verde de la Campiña», y tendrá su sede en la Diputación
de Córdoba, Plaza de Colón, número 15, de Córdoba, sin
perjuicio de que la Junta General del mismo pueda cambiar
a otro lugar.

Por acuerdo de la Junta General pueden existir delega-
ciones o sucursales en cualquier lugar comprendido dentro
de los municipios que integran el Consorcio.

Artículo 3. Personalidad jurídica y naturaleza.
Este Consorcio es una entidad jurídica de carácter aso-

ciativo y se regirá por el Derecho Administrativo, como esta-
blece el artículo 35 de la Ley 7/1993, del Parlamento de
Andalucía, pudiendo realizar actos sujetos al Derecho Público
y Privado, de conformidad con el ordenamiento jurídico
vigente.

Artículo 4. Duración.
La duración del Consorcio es indefinida.

Artículo 5. Objeto y fines del consorcio.
El Consorcio se constituye para la promoción, gestión y

conservación de la Vía Verde de la Campiña, coincidiendo
ésta con la antigua línea férrea Marchena-Valchillón, a su paso
por la provincia de Córdoba.

CAPITULO II. REGIMEN ORGANICO

Artículo 6. Organos del Consorcio.
La estructura orgánica del Consorcio será la siguiente:

A) Organos de gobierno:

- El Presidente del Consorcio.
- La Junta General.
- El Comité Ejecutivo.

B) Organos consultivos: Aquéllos otros cuya creación
acuerde el Comité Ejecutivo para el asesoramiento respecto
de los fines del Consorcio.

C) Organos de gestión: El Consorcio podrá tener un geren-
te, que se someterá a la normativa del personal al servicio
de las Entidades Locales. Las características del puesto serán
fijadas por la Junta General al aprobar la relación de puestos
de trabajo del Consorcio.

Artículo 7. Del Presidente del Consorcio.
Será Presidente del Consorcio de forma rotativa el Pre-

sidente de la Diputación de Córdoba y los Alcaldes-Presidentes
de los municipios de Córdoba, La Carlota y Guadalcázar, por


